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I.   NOVEDADES NORMATIVAS.
1.  Estado.
Novedades desde el mes de marzo de 2019.
→  Circular conjunta, de 22 de marzo de 2019, de la Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio Jurídico del Estado y de la Intervención General de la Administración del Estado sobre criterios para el cálculo del cómputo del requisito de actividad exigido por la Ley 9/2017, de 9 de noviembre, de contratos del sector público en aquellas entidades que sean consideradas medios propios
Para que una entidad tenga la consideración de medio propio personificado, exige la LCSP, entre otros requisitos (Art.32.2.b) “Que más del 80 por ciento de las actividades del ente destinatario del encargo se lleven a cabo en el ejercicio de los cometidos que le han sido confiados por el poder adjudicador que hace el encargo y que lo controla o por otras personas jurídicas controladas del mismo modo por la entidad que hace el encargo [a cuyo fin] se tomarán en consideración el promedio del volumen global de negocios, los gastos soportados por los servicios prestados al poder adjudicador en relación con la totalidad de los gastos en que haya incurrido el medio propio por razón de las prestaciones que haya realizado a cualquier entidad, u otro indicador alternativo de actividad que sea fiable, y todo ello referido a los tres ejercicios anteriores al de formalización del encargo…”. Esta circular establece unas pautas u orientaciones en relación con los parámetros a considerar para el cálculo del indicador de actividad (puede consultarse en la página http://www.igae.pap.hacienda.gob.es/sitios/igae/).
→  Orden HAC/352/2019, de 20 de marzo, sobre los índices de precios de la mano de obra y materiales para el segundo trimestre de 2018, aplicables a la revisión de precios de contratos de las Administraciones Públicas y sobre los índices de precios de los materiales específicos de suministros de fabricación de armamento y equipamiento para el mismo periodo (BOE núm. 75, de 28 de marzo de 2019).
→  Orden HAC/555/2019, de 24 de abril, sobre los índices de precios de la mano de obra y materiales para el tercer trimestre de 2018, aplicables a la revisión de precios de contratos de las Administraciones Públicas y sobre los índices de precios de los materiales específicos de suministros de fabricación de armamento y equipamiento para el mismo periodo (BOE núm. 118, de 17 de mayo de 2019).
→  Resolución de 16 de mayo de 2019, de la Intervención General de la Administración del Estado por la que se aprueba la Instrucción para la elaboración del informe a emitir en virtud del artículo 86.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (puede consultarse en la página http://www.igae.pap.hacienda.gob.es/sitios/igae/)

→  Orden PCI/566/2019, de 21 de mayo, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 12 de abril de 2019, por el que se aprueba el Plan para el impulso de la contratación pública socialmente responsable en el marco de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (BOE núm. 125, de 25 de mayo de 2019). 
Su objetivo es incentivar la utilización de la contratación pública para la promoción de oportunidades de empleo, trabajos dignos, inclusión social, y accesibilidad o comercio justo, entre otras áreas. El Plan sistematiza y recopila, todas las previsiones que la Ley de Contratos del Sector Público contempla en materia de contratación pública estratégica socialmente responsable; incorpora la previsión de la creación de un grupo de trabajo en el seno de la denominada Comisión Interministerial para la incorporación de criterios sociales en la contratación pública; e impulsa la formación de los gestores que desde el sector público estatal deberán seguir las orientaciones que contiene el Plan, dada la novedad que supone la contratación pública estratégica socialmente responsable.
2.  Comunidades Autónomas.
2.1. Comunidad Autónoma de Aragón.
II.- NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.
Las resoluciones judiciales, Autos y Sentencias, que a continuación se reseñan comprenden el periodo temporal comprendido entre el día 1 de febrero  de 2019 y el día 15 de mayo de 2019 y figuran en el repertorio de ARANZADI al que expresamente se hace referencia.
A) Tribunal Constitucional.
→  Sentencia 09-05-2019. Art. 289.2, la DA 43, DDFF 9, 11 y 12 LCSP: naturaleza jurídica de las tarifas. 
El TC desestima el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el grupo parlamentario de Unidos Podemos-En Comú y Podem-En Marea, contra el art. 289.2, la disposición adicional cuadragésima tercera; y las disposiciones finales novena, undécima y duodécima de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Los preceptos impugnados establecen la posibilidad de que se arbitre un régimen específico y diferenciado de financiación para aquellos servicios públicos cuya prestación se lleve a cabo, bien mediante formas de gestión directa con personificación privada, bien mediante gestión indirecta.
B) Tribunal Supremo.
→  Auto de 29 de marzo de 2019 (RJ/2019/1306). Admisión a tramite recurso de casación. Existencia de interés casacional. 

Dictado con motivo de recurso de casación interpuesto contra supuesta infracción del articulo 217 de del TRLCSP de 2011, actual articulo 199 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, LCSP, argumentando que la medida cautelar que regula el precepto viene vinculada a la naturaleza del crédito y no al legitimado para el cobro. La Sala admite a tramite el recurso y entiende que la cuestión en que existe interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, consiste en determinar si el articulo 217 del TRLCSP ha de ser interpretado en el sentido de que la medida cautelar de pago inmediato de la deuda es aplicable, en todo caso, como medida cautelar en el recurso contencioso administrativo y si debe hacerse tanto si se solicita por el contratista como si lo realiza el cesionario que ha adquirido el derecho de cobro.
→  Auto de 6 de mayo de 2019. (RJ/2019/15116). Admisión a tramite recurso de casación. Existencia de interés casacional.
Dictado con motivo de recurso de casación interpuesto contra Sentencia dictada por el TSJ de Canarias en la que se estima el recurso de apelación deducido al considerar que la declaración responsable incluye el cumplimiento del requisito de no estar incurso en prohibición de contratar al momento de la licitación, no de la adjudicación.
La Sala admite a tramite el recurso y entiende que existe interés casacional en determinar si los artículos 60.1, d) y 61.1, d) del TRLCSP, actuales 71.1,d) y 72.1, d) de la LCSP, establecen que el cumplimiento de la obligación de estar al corriente de las obligaciones tributarias y de Seguridad Social debe venir referido a la fecha de la licitación del contrato o a la fecha de adjudicación.

C) Tribunal Superior de Justicia de Aragón.

→  Sentencia 69/2019, de 27 de febrero (JUR/2019/152230). 
Dictada con motivo de recurso contencioso administrativo interpuesto contra Acuerdo del TACPA por el que se desestima el recurso especial deducido frente a la resolución del Director Gerente SAS por el que se adjudica el lote 2 del contrato “Servicio de limpieza de los centros sanitarios dependientes del SAS”.
El primer motivo de impugnación consiste en la supuesta producción de error en el cálculo del precio por jornada de la oferta presentada por la recurrente, al incluirse en el cómputo anual de presencias/jornadas ofertadas las de un encargado de zona que, a juicio de la recurrente, no deben computar como jornada de limpieza. Todo ello habría tenido como consecuencia que a la recurrente se le otorgaran 0 puntos en concepto de  “criterio de precio por jornada mas bajo”, al preverse en el PCAP que las ofertas cuyo precio por jornada excediese en mas o menos 10% del promedio ofertado por todos los licitadores serian valoradas con 0 puntos.
La Sala desestima el motivo de impugnación al considerar que el PCAP únicamente prevé la exclusión de los servicios de los encargados de centro en el computo de las jornadas de limpieza, sin que se prevea la exclusión de las realizadas por los encargados de zona, quienes de conformidad con los convenios aplicables, pueden ejercer funciones de limpiador/a. En la memoria técnica presentada por la mercantil recurrente se contempla en el organigrama específico para el servicio el plan de trabajo de presencias en el que se prevé un encargado de zona dentro de los medios personales para la prestación del servicio, con la consiguiente realización de funciones de limpieza. En consecuencia no se ha producido error en el cálculo del precio por jornada de la oferta presentada por la recurrente, no apreciándose la arbitrariedad invocada.
El segundo motivo de impugnación, fundamentado en la incongruencia en que se ha incurrido en la valoración de los apartados “adecuación de medios personales al objeto del contrato” y “adecuada distribución de la plantilla por zonas de limpieza”, es desestimado por la Sala al considerar que ésta se ha realizado dentro de los limites de la discrecionalidad técnica y que aun cuando se acogiera dicha objeción en nada alteraría el resultado final de la licitación.
III.- TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PUBLICOS DE ARAGON
De los Acuerdos adoptados por el Tribunal desde el día 20 de febrero 2019 hasta el día 8 de mayo de 2019, fecha del último de los publicados en la página electrónica del Tribunal en el momento en que se redactan estas líneas, números 22/2019 al 59/2019, a la que nos remitimos, se reseñan los que a continuación se relacionan:
→  Acuerdo 52/2019, de 17 de abril de 2019, por el que se resuelven los recursos especiales interpuestos frente a la licitación de los procedimientos “Servicios de programa de turismo social para toda la población de la provincia de Zaragoza con destino a los países Bálticos. Año 2019” y “Servicios de programa de turismo social para toda la población de la provincia con destino a Madrid Reales Sitios. Año 2019”, promovidos por la Diputación Provincial de Zaragoza. La cuestión controvertida consiste en determinar la adecuación a derecho de la exigencia de una sede física en Zaragoza establecida en los respectivos Pliegos como compromiso de adscripción de medios materiales. El TACPA asume en su totalidad el informe emitido por el órgano de contratación en el que se resalta que dicha exigencia se ha establecido como compromiso de adscripción de medios, y no como condición de solvencia, que impidiera la participación en la licitación, ni como criterio de valoración, que podría ser decisivo a la hora de la adjudicación del contrato, de forma que solo será exigible al licitador que vaya a resultar adjudicatario, debiendo acreditarse que su establecimiento no resulta contrario a los principios de concurrencia, igualdad ni de proporcionalidad.

En este sentido el informe acredita que no se vulnera la concurrencia y la igualdad de los licitadores, puesto que no se exige su cumplimiento antes de que finalice el plazo de presentación de ofertas, ni se exige que la tenga en propiedad, ni que conlleve el tener la sede o domicilio social en Zaragoza. En todo caso la cláusula se aplica por igual a todos los licitadores. Asimismo acredita que no vulnera la proporcionalidad, al ser la exigencia de sede física una necesidad derivada de la naturaleza del contrato, como consecuencia de las características de los destinatarios del programa objeto de contratación. Para el TACPA el órgano de contratación ha realizado una correcta aplicación de la doctrina relativa a la condición de arraigo territorial como compromiso de adscripción de medios y ha justificado adecuadamente la necesidad de la misma dada la naturaleza del contrato y su objeto. En consecuencia desestima los recursos interpuestos.
→  Acuerdo 59/2019, de 8 de mayo, por el que se resuelve el recurso especial interpuesto frente al anuncio de licitación y los pliegos del procedimiento “Conservación y mantenimiento de parques y zonas verdes de la ciudad de Zaragoza Sector I”, promovido por el Ayuntamiento de Zaragoza. Al margen de cuestiones previas, tales como la extemporaneidad del recurso y la invocación del instituto de la cosa juzgada que son desestimadas por el Tribunal, las principales cuestiones controvertidas versan sobre los siguientes motivos de impugnación:
a.- Determinación de los costes salariales y su reflejo en el precio del contrato, al no haber sido obtenido de manera correcta contraviniendo los artículos 100, 101, 102.3 de la LCSP. La recurrente considera que existe un error en los costes laborales derivados del personal a subrogar del Centro de Inserción Especial de Empleo y de la anterior adjudicataria, al haberse calculado en base al pacto de dicha empresa en lugar del convenio colectivo sectorial, no haberse tenido en cuenta los costes de formación obligatoria ni el absentismo de los trabajadores. Fundando su argumentación en dictamen elaborado por un abogado laboralista. 

El Tribunal recuerda que la determinación del precio de licitación ya fue abordada en su Acuerdo 6/2019 (comentado en este seminario), y que en el mismo se determinaba la adecuación a Derecho de las cláusulas que lo recogían, considerando que todo ello resulta de aplicación en el supuesto enjuiciado. Asimismo resalta que las pretensiones anulatorias se basan en un dictamen en el que el punto de partida en relación con el personal a subrogar lo constituye, no el listado del personal a subrogar publicado en el PTT, sino el facilitado por la actual adjudicataria del servicio al letrado emisor del informe una vez aprobado el expediente de contratación, fecha de referencia para configurar el contrato en sus aspectos económicos. Esta circunstancia determina que el informe no pueda ser tenido en cuenta y que la presunción de acierto en la actuación de la Administración no se pueda ver desvirtuada.
b.- El plazo conferido para la presentación de proposiciones supuestamente vulnera lo establecido en los artículos 138.1 y 156.3 LCSP. El Tribunal no entra a considerar el fondo del asunto por entender que no queda acreditado el perjuicio a evitar ni el beneficio a obtener por la recurrente por cuanto no le ha impedido concurrir en tiempo y forma a la licitación ni se invoca que el plazo le haya dificultado o impedido participar en igualdad de condiciones con los restantes licitadores. El Tribunal considera que la pretensión anulatoria no encaja dentro del concepto de “ interés legitimo”, siendo un mera defensa genérica de la legalidad y procede a desestimar el motivo impugnatorio.
c.- El plazo de información a raíz de las aclaraciones interesadas a la Administración por presunta infracción del artículo 138 LCSP. La recurrente denuncia que tras la información realizada por ella a la Administración de unos pretendidos errores en el personal a subrogar, no recibió contestación antes de los cuatro días naturales anteriores a la finalización del plazo de presentación de ofertas. El Tribunal, tras recordar que el derecho a la información adicional tiene como fin garantizar la libre competencia y reiterar la regulación establecida al respecto en la LCSP, resalta que la solicitud de información realizada, no por la licitadora FCC Medio ambiente SA sino por la actual adjudicataria Fomento de Construcciones y Contratas SA, constituía una petición de corrección de error en el listado del personal a subrogar publicado en el PTT en relación con el facilitado en su momento por la adjudicataria al Ayuntamiento.

Con ello, a su juicio, la actual adjudicataria pretendía exonerarse de responsabilidad frente al nuevo adjudicatario en el caso de que los datos facilitados en su momento fueran erróneos. En todo caso se trata de información que debieran conocer todos los licitadores y que la reclamante, en la medida que forma parte del mismo grupo de empresas que la actual concesionaria, conoce desde el primer momento, pretendiéndose amparar en la falta de respuesta por el órgano de contratación, que en su momento cumplió con su obligación de requerir dicha información.

Es por ello, por lo que junto con que la solicitud de información se realizara por la recurrente sin la debida antelación prevista en el articulo 138.3 LCSP, al no justificar que de la conducta del órgano de contratación haya derivado para la recurrente el no haber podido elaborar su oferta en estricto pie de igualdad y no discriminación, y ante la evidencia de que disponía de dicha información de primera mano con antelación a la actuación de la Administración, desestima el motivo y con él el recurso en su integridad.

Por ultimo, dado que en gran medida las pretensiones planteadas en este recurso se tratan de cuestiones sobre cuyo fondo existía ya un pronunciamiento previo, la endeblez de los pretendidos incumplimientos por parte de la Administración y el uso abusivo y desproporcionado de los medios impugnatorios que ha causado grave perjucio al interés público, cuyo valor estimado es de 68.000.006,32 euros y a la calidad del servicio, ya que en la nueva adjudicación se establecen obligaciones sociales y medioambientales novedosas que pueden implementarse hasta su adjudicación, se impone una multa por importe de 15.500 euros.
IV.  INFORMES DE JUNTAS CONSULTIVAS DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA.
A) Estado
Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Expediente 15/17, de 9 de mayo de 2019. Posibilidad de que una sociedad municipal pueda convertirse en medio propio de otras entidades.

· Siendo requisito imprescindible que cada Administración pública participe en el capital social del medio propio conjunto, no cabe considerar en abstracto la exigencia de un porcentaje de capital mínimo para cada uno de la Administraciones públicas de las que se considera la entidad conjunta medio propio a los efectos de la LCSP. 

· Para que pueda existir un control conjunto análogo cada Administración debe participar mediante representantes en los órganos estatutarios que ejercen una influencia determinante tanto sobre los objetivos estratégicos como sobre las decisiones importantes de dicha sociedad, debiéndose considerar a este respecto tanto la Junta General, el Consejo de Administración y cuantos órganos puedan preverse con el fin de influir en estas decisiones. 

· Los representantes pueden representar a varios o a la totalidad de las Administraciones partícipes (artículo 32.4.1º), siendo por tanto compatible con el citado artículo representantes individuales de una Administración con representantes conjuntos de varias de ellas. 

· No resulta compatible con el carácter conjunto del control la posibilidad de que una Administración pueda condicionar por sí sola la actividad de la sociedad medio propio conjunto de varias Administraciones. 

· La calificación como medio propio debe constar expresamente en los Estatutos de acuerdo con el artículo 32.2.d) de la LCSP. 

· Los encargos deben realizarse dentro del objeto social del medio propio, debiendo precisarse en la Plataforma de contratación los sectores de actividad en los que, estando comprendidos en su objeto social, sería apto para ejecutar las prestaciones que vayan a ser objeto de encargo de acuerdo con el artículo 32.6.a) de la LCSP. 

· El encargo no impide que el medio propio subcontrate la realización de determinadas prestaciones objeto del encargo sin superar el 50 por ciento de la cuantía del mismo (apartado b) del artículo 32.7 de la LCSP). 

· En el momento de creación del medio propio conjunto hay que justificar que su creación sea una opción más eficiente que la contratación pública y resulta sostenible y eficaz, aplicando criterios de rentabilidad económica o que resulte necesario por razones de seguridad pública o de urgencia en la necesidad de disponer de los bienes o servicios suministrados por el medio propio o servicio técnico (artículo 86.2. LRJSP y 32.2.d) y 32.6 LCSP). 

· La tarifa deberá calcularse de manera que represente los costes reales en los términos fijados en el artículo 32.4.a) in fine de la LCSP. Respecto al IVA, los servicios prestados conforme a la normativa tributaria no están sujetos al impuesto en los términos previstos en la disposición final décima de la LCSP, que modifica la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 

· El medio propio conjunto no puede participar en licitaciones públicas convocadas por las ayuntamientos de los que sea medio propio personificado, sin perjuicio de que, cuando no concurra ningún licitador, pueda encargárseles la ejecución de la prestación objeto de las mismas de acuerdo con el artículo 32.2.d) segundo párrafo de la LCSP. 

· No cabe acudir al mecanismo de delegación de competencias entre dos Ayuntamientos para la utilización de un medio propio que sólo pertenece a uno de ellos. 

→ Expediente 31/18, de 9 de mayo de 2019. Diversas cuestiones sobre el pago de un contrato de gestión de servicios públicos.
· Finalizado el plazo de un contrato de gestión de servicios públicos celebrado al amparo del TRLCAP, y no habiéndose adjudicado el siguiente, no puede entenderse prorrogado por acuerdo tácito de las partes, ni cabe adoptar por el órgano de contratación una resolución de modificación del plazo ampliando el mismo, dando lugar a la aplicación de normas que regulan el restablecimiento del equilibrio económico financiero.
· El principio de continuidad en la prestación del servicio público, que cuenta con una tradición jurídica en este tipo contractual, permite que se obligue a los concesionarios a continuar prestando el servicio, situación que debe entenderse como excepcional y transitoria por el tiempo imprescindible para completar el proceso de licitación del contrato subsiguiente. 
· Durante el tiempo en que el contratista continúa prestando el servicio una vez concluido el plazo fijado en el contrato inicial, la Administración contratante debe compensar al contratista íntegramente por la totalidad de los gastos que éste haya tenido que incurrir para asegurar la continuidad de la prestación y debe hacerlo, en lo que sea posible, en los términos fijados en el contrato inicial, debiéndose modular el principio de riesgo y ventura en este periodo conforme a este principio. 
→ Expediente 35/18, de 9 de mayo de 2019. Contratos con Agencias de Viajes.
→ Expediente 46/18. De 9 de mayo de 2019. Limitación de los contratos menores y publicación de los mismos.

· La referencia que el artículo 118.3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público hace al órgano de contratación alude al órgano tramitador del contrato, que puede constituir una unidad funcional separada y autónoma cuando se cumplan los requisitos legales. 
· La publicación de los contratos menores debe hacerse al menos trimestralmente, incluyendo todos aquellos que se hayan celebrado en ese periodo de tiempo. 
→ Expediente 68/18. De 9 de mayo de 2019. DA 3ª de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público y contratos menores.
· La sustitución del trámite de aprobación del gasto por la aportación de una certificación de existencia de crédito que es posible en el supuesto descrito en la DA 3ª de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no excluye la necesidad de realizar e incluir en el expediente el informe que justifica la necesidad del contrato y el informe relativo a la no alteración del objeto del contrato para burlar los umbrales del contrato menor. 
· Tales trámites deben ser anteriores a la realización de la prestación objeto del contrato y, por tanto, previos a la aportación de la factura al expediente de contratación. 
→ Expediente 1/19, de 9 de mayo de 2019. Naturaleza de los servicios de Cafetería y Reprografía. Aplicación del contrato menor.
· El plazo para la prescripción del derecho a exigir la ejecución de un aval concedido en garantía de un contrato público es el de cuatro años previsto en el artículo 15 de la Ley General Presupuestaria.
· Los servicios de cafetería que se soliciten por la Universidad al margen de contratos ya existentes deberán tramitarse de conformidad con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, salvo que constituyan concesiones demaniales, que se rigen por la legislación patrimonial. 
· Si se configurasen jurídicamente como contratos de servicios, se les podrían aplicar las reglas del contrato menor cuando se cumplan las condiciones legales que lo permiten. 
· Si se tratase de concesiones de servicios no cabría aplicar las reglas de los contratos menores por la propia naturaleza de las prestaciones que les son propias y por su complejidad intrínseca. 
· Los servicios de reprografía que se soliciten por la Universidad al margen de contratos ya existentes deberán tramitarse de conformidad con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público 
· Los servicios de reprografía constituyen o bien contratos administrativos especiales o bien contratos de servicios. A ambos les son de aplicación las reglas del contrato menor. 
· Tanto en el caso de los contratos de cafetería y restauración como en el de los contratos de reprografía, si los pagos a que alude la consulta se amparan en un contrato preexistente, su régimen jurídico será el propio de tal contrato. 
→ Expediente 24/16, de 10 de diciembre de 2018. Sucesión en el procedimiento de licitación. Efectos de la baja en el IAE. Ayuntamiento de Montalbán.

1. La baja en el IAE tiene efectos en el ámbito tributario y no tiene como consecuencia la extinción de una sociedad mercantil.

2. El requisito de estar al corriente de las obligaciones tributarias por parte de un licitador debe cumplirse en la fecha final de presentación de las proposiciones y subsistir en el momento de la adjudicación y de la perfección del contrato.

→ Expte. 10/19, de 9 de mayo de 2019. Modificación del contrato por incremento del salario mínimo interprofesional.
· El Real Decreto 1462/2018, de 21 de diciembre, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 2019, es de aplicación obligatoria y general a todos los contratos públicos. 
· No cabe aplicar a este supuesto una causa de restablecimiento del equilibrio económico del contrato por causa no imputable al contratista ni tampoco cabe la modificación del contrato por esta causa. Por el contrario este supuesto se rige por el instituto del factum principis que supone la aplicación de las normas sobre la responsabilidad patrimonial de la Administración. La aplicación de estas normas descarta la existencia de un perjuicio individualizado y, en consecuencia, indemnizable. 
· En todos los contratos públicos debe exigirse, conforme al principio pacta sunt servanda, el cumplimiento de obligaciones vigentes pues las mismas continúan vivas y plenamente eficaces a todos los efectos legales.

· En caso de incumplimiento del contrato por parte del contratista deberán aplicarse todas las consecuencias previstas en la ley y en el propio contrato. 
→ Expte. 14/19, de 9 de mayo de 2019. Interpretación de la DA 54 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público.
· La DA 54 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, que como señalamos en el Informe 82/2018, de 4 de marzo de 2019, se refiere sólo a las actividades referidas a proyectos de investigación, supone que no cabe aplicar para los contratos que se celebren por los agentes públicos del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación la limitación contenida en el último inciso del artículo 118.3 de la ley. 
· Esta norma adelanta el previsible contenido de la reforma del artículo 118 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 
· Mientras no se produzca la meritada reforma, tal precepto, de redacción defectuosa, debe interpretarse conforme a la doctrina emitida por esta Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado. 
→ Expediente 16/2019, de 9 de mayo de 2019. Prohibición de contratar.

En un supuesto como el que es objeto de la presente consulta, cuando quien presta sus servicios para la Corporación Municipal no forma parte del órgano de contratación ni puede influir de modo alguno en el procedimiento de selección del contratista, no puede considerarse que exista una prohibición de contratar.
→ Expediente 16/2019, de 9 de mayo de 2019. Efectos del incremento del salario mínimo interprofesional en los contratos públicos.
· El Real Decreto 1462/2018, de 21 de diciembre, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 2019, es de aplicación obligatoria y general a todos los contratos públicos cualquiera que sea la entidad del sector público de que procedan. 
· Las reglas contenidas en el Real Decreto 1462/2018, de 21 de diciembre, se aplicarán desde el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» y surtirá efectos durante el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2019, procediendo, en consecuencia, el abono del salario mínimo en el mismo establecido con efectos del 1 de enero de 2019. 
· Las partes del contrato están vinculadas por el mismo y deben cumplir las obligaciones a que se han comprometido. La no atención de tales obligaciones conllevará las consecuencias que en derecho procedan. 
→ Expediente 23/2019, de 9 de mayo de 2019.  Contratos complementarios de dirección de obra.
Si se produce la resolución de un contrato de obras y, de acuerdo con lo dispuesto en el 239.5 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (en el mismo sentido el 246.5 de la LCSP), el órgano de contratación acuerda la continuación urgente de aquellas por las causas tasadas que el precepto contiene, la entidad contratante puede mantener vigente el contrato de elaboración de proyecto y dirección facultativa de obras complementario de aquel.
→ Expediente 109/18, de 4 de marzo de 2019. Determinación del cumplimiento del requisito de que, al menos, el 2% de los trabajadores sean discapacitados en empresas de más de 50 empleados.
· La interpretación contenida en el Criterio Técnico 98/2016 sobre actuaciones en materia de reserva de puestos de trabajo para personas con discapacidad de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social proporciona un elevado grado de seguridad jurídica a la hora de determinar el cumplimiento del requisito contenido en el artículo 42 del texto refundido de la Ley de derechos de las personas con discapacidad y su inclusión social. 
· Dicho criterio no vincula jurídicamente a todos los órganos de contratación, conforme a la normativa propia de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
· No obstante, parece lógico que se tenga en cuenta a la hora de aparejar efectos desfavorables a las entidades licitadoras, bien para la declaración de la existencia de una prohibición de contratar por el órgano de contratación, bien para determinar si se cumplen las condiciones de selección del contratista o de ejecución del contrato que se hayan contemplado en la documentación contractual. 
→ Expediente 115/18, de 4 de marzo de 2019. Documentación de las proposiciones en el procedimiento abierto simplificado.
· La documentación correspondiente al cumplimiento de los requisitos previos para contratar debe incluirse, cuando estemos en presencia de un procedimiento abierto simplificado, en los sobres o archivos electrónicos que han de presentar los licitadores.

· Si sólo hubiese de presentarse un sobre o archivo electrónico, se incluirá tal documentación en el mismo. Si hubiese dos, se incluirá en el correspondiente a los criterios dependientes de un juicio de valor. 
· Los licitadores son admitidos al procedimiento de licitación desde el momento en que presenten sus sobres o archivos electrónicos en plazo. Esto, no obstante, cabrá que sean excluidos si no cumplen los pliegos en su aspecto técnico o económico o si, tras la calificación de la documentación, no cumplen los requisitos previos para licitar en el contrato de que se trate. 
→ Expediente 17/19, de 4 de marzo de 2019.  Tramitación ordinaria, urgente o de emergencia.
A juicio de este órgano consultivo, es ajustado a derecho el recurso al procedimiento de emergencia descrito en el artículo 120 de la Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público, bajo el cumplimiento de las condiciones descritas en el cuerpo del presente informe.
→  Expediente 33/17, de 4 de marzo de 2019. Prohibición de contratar de un funcionario con declaración de compatibilidad.
La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado no observa ningún impedimento para la contratación sujeta a consulta al existir un reconocimiento expreso de compatibilidad.
→   Expediente 35/17, de 4 de marzo de 2019. Pago del ICIO y otros gastos.
· Resulta procedente incluir una cláusula que determine claramente que el contratista asume la obligación del pago de los gastos relativos a la tasa de la licencia municipal de obras y del impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras y otros tributos que puedan sustituirlos, cuando sean exigibles de conformidad con la normativa vigente. 
· En caso de no incluirse la citada cláusula procedería restar el importe de los tributos satisfechos de la cantidad que finalmente se pague al contratista. 
· Procede la inclusión de las actividades de legalización de instalaciones preexistentes y de la tasa de industria en el concepto de gastos generales de la empresa conforme al artículo 131 del Reglamento de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. 
→  Expediente 4/19, de 4 de marzo de 2019. Régimen jurídico de los contratos de servicios jurídicos.
· La prestación de servicios consistentes en la defensa legal de las Administraciones Públicas mediante abogado no puede ser calificada como contrato sujeto a regulación armonizada cualquiera que sea su valor estimado, cuyo régimen jurídico será el que corresponda conforme a los criterios de la Comunicación Interpretativa de la Comisión sobre el Derecho comunitario aplicable en la adjudicación de contratos no cubiertos o sólo parcialmente cubiertos por las directivas sobre contratación pública, publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea de 1 de agosto de 2006. 
· La defensa jurídica en juicio de una entidad del sector público puede también contratarse por cualquiera de los procedimientos descritos en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público y, en este caso, debe efectuarse de forma conjunta, mediante la adjudicación de un solo contrato, teniendo en cuenta la cuantía global de todos los juicios o prestaciones jurídicas que comprenda, si ello fuera posible, o si no, en atención al plazo de duración de ese servicio de defensa legal, para lo cual deben respetarse los principios de publicidad y libre concurrencia, por lo que es aconsejable la celebración de un único contrato de representación y defensa en juicio y no de uno por cada juicio que se celebre. 
· La anterior conclusión no excluye, sin embargo, que la especificidad o excepcionalidad propia de determinados casos que requieran, por ejemplo, una especialización jurídica determinada, puedan dar lugar a la contratación singular de la defensa jurídica para un pleito determinado, previa justificación de esta peculiaridad en el expediente. 
→  Expediente 82/18, de 4 de marzo de 2019. Dudas sobre los contratos de I+D+I.
→  Expediente 84/18, de 4 de marzo de 2019. Posibilidad de emplear la técnica del contrato menor en los contratos administrativos especiales.
El régimen de contratación de los contratos menores sí resulta de aplicación a los contratos administrativos especiales.
→  Expediente 87/18, de 4 de marzo de 2019. Régimen jurídico del contrato de cafetería y restauración.
· El contrato consistente en la prestación del servicio de bar, restaurante o cafetería en dependencias calificadas de dominio público y retribuido mediante la explotación del mismo, no debe ser calificado como contrato administrativo especial conforme a la nueva LCSP, sino como contrato de concesión de servicios en el caso de que concurra el requisito de la transmisión del riesgo operacional. En el caso de que este último requisito no concurra se calificará como contrato de servicios. 
· La forma en que se hayan establecido las condiciones del instrumento que regula la relación jurídica establecida entre la entidad pública y el administrado puede, bajo ciertas condiciones, determinar que estemos en presencia de una concesión demanial. 
· Si el contrato se tramita como un contrato de concesión de servicios no podrá aplicarse el régimen jurídico de los contratos menores previsto en el artículo 118 de la LCSP. Si se califica como contrato de servicios se podrá aplicar dicho régimen jurídico si su valor estimado no supera los 15.000 euros. 
· En el caso de los contratos administrativos especiales sí es aplicable la regulación del contrato menor. 
→ Expediente 92/18, de 4 de marzo de 2019. Aplicación de la técnica de los contratos menores a los contratos de redacción de proyecto.
La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, permite emplear el contrato menor para la contratación de proyectos de obras o instalaciones o cualquier otra prestación de arquitectura, ingeniería, consultoría y urbanismo siempre que se cumplan las condiciones que la ley establece para ello.
→ Expediente 95/18, de 4 de marzo de 2019. Publicidad en el perfil del contratante de los contratos de las Corporaciones Locales.
· El perfil del contratante de una Corporación Local necesariamente debe estar alojado, o bien en la Plataforma de Contratación del Sector Público o bien en el servicio de información equivalente a nivel autonómico, a elección de los órganos de contratación de las Administraciones Locales, así como de los de sus entidades vinculadas o dependientes. 
· En este perfil deben publicarse todos los anuncios y acuerdos a los que alude la ley, concretamente el que plantea la consulta incluido en el artículo 159 LCSP.

· El alojamiento en uno de estos dos sistemas, estatal o autonómico, tiene carácter exclusivo y excluyente, de modo que los efectos de la publicación en el perfil se cumplen solo y exclusivamente cuando se realiza dicha publicación en el perfil que está alojado en la plataforma estatal o en la equivalente autonómica. 
· La expresión “únicamente” que emplea el artículo 159.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no alude a ningún perfil concreto sino al hecho de que no será necesario publicar sino en el perfil del contratante, sin que sea necesario acudir a otros medios de publicidad complementarios como los boletines oficiales. 
→ Expediente 96/18, de 4 de marzo de 2019. Composición y funciones de las mesas de contratación y del Comité de expertos en las Corporaciones Locales.
B) Cataluña
Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 3/2019, de 13 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Asunto: Viabilidad jurídica de atribuir la prestación del servicio de transporte urbano de viajeros a determinadas empresas privadas sin licitación previa o adjudicarse mediante un procedimiento negociado sin publicidad, dada la vigencia de un convenio preexistente con aquellas. Consecuencias de la declaración de nulidad de un contrato.
→ Informe 2/2019, de 13 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Asunto: Posibilidad de modificación de un contrato de gestión de servicios públicos adjudicado bajo la vigencia del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público

→ Informe 1/2019, de 13 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalitat de Catalunya. Asunto: Análisis de los requisitos de los medios propios personificados establecidos en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público.

C) Galicia
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No hay Informes desde el último Seminario.
D) Andalucía
Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 3/2019, de 3 de abril de 2019, sobre la acumulación de la solvencia técnica o profesional y económica y financiera acreditada por cada una de las empresas que componen una unión temporal de empresarios. 

→ Informe 10/2018 de 3 de abril de 2019, sobre la aplicación de la Ley de Contratos del Sector Público a la Empresa Pública de Gestión de Activos en aquellos contratos cuyo valor estimado sea inferior a 40.000 euros en obras o a 15.000 euros cuando se trate de contratos de servicios o suministro. 

→ Informe 10/2018 de 3 de abril de 2019, sobre la aplicación de la Ley de Contratos del Sector Público a la Empresa Pública de Gestión de Activos en aquellos contratos cuyo valor estimado sea inferior a 40.000 euros en obras o a 15.000 euros cuando se trate 

→ Informe 11/2018, de 3 de abril de 2019, sobre la naturaleza jurídica de sociedad mercantil Circuito de Jerez, S.A. (CIRJESA) a los efectos de la Ley de Contratos del Sector Público. 

E) Comunidad Valenciana
Órgano: Junta Superior de Contratación Administrativa.
No hay Informes desde el último Seminario.
F) Aragón
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 1/2019, de 6 de marzo, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Asunto: Posibilidad de restringir en la adjudicación de los procedimientos de contratación a empresas del mismo grupo empresarial.

· De acuerdo con el Derecho de la Unión Europea y también con el derecho español, las empresas vinculadas entre sí o que formen parte de un grupo empresarial pueden concurrir a una misma licitación pública, sin que resulte posible restringir, por esta sola causa, su participación en tal procedimiento de contratación.
· Dentro del concepto de vinculación empresarial pueden entenderse incluidas no solo las relaciones de control en el sentido estricto del artículo 42 del Código de Comercio (grupo empresarial), sino también relaciones entre empresas que actúen conjuntamente o de modo concertado o que se hallen bajo una dirección única en virtud de acuerdos o de cláusulas estatutarias, de modo que tengan establecida una cierta relación de filiación o dependencia entre ellas.
· La actuación de dos o más licitadores que, concurriendo formalmente por separado a una licitación pública, presenten sus proposiciones de una forma coordinada, además de un fraude de Ley, supone una vulneración de los principios de libre competencia, de igualdad entre los licitadores, de transparencia, de proposición única y de secreto de las proposiciones.
· La apreciación de la existencia de una actuación concertada de dos o más licitadores es una cuestión de prueba que compete apreciar al órgano de contratación.
· Las prácticas concertadas entre licitadores que participan de forma separada en una licitación pública están asimismo prohibidas por la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. La LCSP impone a los órganos de contratación, Juntas Consultivas y Tribunales Administrativos de Contratación Pública obligaciones específicas en el supuesto de que lleguen a tener conocimiento en el ejercicio de sus funciones de hechos que puedan constituir infracción a la legislación de defensa de la competencia.

G) Canarias
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa
→ Informe 1/2019 de 7 de febrero sobre necesidad de informar los servicios jurídicos las modificaciones de pliegos tipos por cambios en la legislación de contratación administrativa

H) Baleares
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.
I) Madrid
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
No se ha publicado ningún informe nuevo desde el último Seminario.
V. DICTÁMENES DEL CONSEJO DE ESTADO Y DEL CONSEJO CONSULTIVO DE ARAGON.
A) Consejo de Estado.
B) Consejo Consultivo de Aragón 
→ Dictamen 19/2019, de 2 de febrero de 2019, se dictamina favorablemente la resolución del contrato de obra de construcción de dos pistas de pádel cubiertas en el Complejo Deportivo Municipal celebrado por el Ayuntamiento de La Puebla de Alfindén (Zaragoza).
→ Dictamen 79/2019, de 12 de marzo de 2019, se dictamina desfavorablemente la resolución del contrato de obras de ampliación del polideportivo municipal, suscrito por el Ayuntamiento de Borja (Zaragoza).
→ Dictamen 150/2019, de 7 de mayo de 2019, se dictamina favorablemente la resolución del contrato de obras de ampliación del polideportivo municipal, suscrito por el Ayuntamiento de Borja (Zaragoza).


